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PENSIÓN SOBREVIVIENTE / SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENTE / CONFIRMA - Descendiendo al caso, es claro que se cumplen varias de esas subreglas, como quiera que nada se refutó sobre la incapacidad económica por la que atraviesa la demandante; también está acreditada su situación de invalidez, generada por afecciones que han mermado su capacidad para laborar y generar un ingreso que le permita subvenir sus necesidades básicas. 

Sin embargo, la entidad administradora de pensiones, hizo derivar su negativa del hecho de que la fecha de estructuración de invalidez de la reclamante es posterior a la muerte de su hermano, quien gozaba de la respectiva pensión. Y sobre ese tópico, ha sido copiosa la jurisprudencia de la Corte, como se puede leer en varios de sus pronunciamientos , y más recientemente, en la sentencia T-012 de 2017 en la que se señala que, cuando una persona padece de una afección, suficiente para una calificación de invalidez, anterior a la fecha de la muerte del inicial beneficiario, queda en entredicho la de estructuración que determine la Junta de Calificación de Invalidez, cuando se aparte de una realidad médica que indica un padecimiento anterior.
(…)

(…), como se aduce en el mismo escrito de impugnación, al margen de que sea una persona enferma y con el porcentaje de invalidez requerido, sus alteraciones de salud, según lo deja ver el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral (f. 14 a 17, c. 1), son posteriores al deceso de su colateral, esto es, al año 2012; ninguna patología se consignó en sus antecedentes, referida a una época anterior, fueron presentándose uno, dos y hasta tres años después, lo que dio lugar a que se tuviera tal época como fecha de estructuración de la invalidez. 
Quiere decir lo anterior que la orfandad probatoria es total en cuanto a que antes del fallecimiento del hermano de la accionante, estuviera ella en tratamientos derivados de las deficiencias de salud consignadas en el dictamen de la junta, o de otra naturaleza que le impidieran valerse por sí misma, como se afirma en el hecho catorce del libelo. Tal circunstancia torna la situación diferente a aquellos eventos analizados por la alta Corporación, en los que se acreditaron enfermedades en el aspirante a la pensión de sobreviviente, anteriores a la muerte del pensionado, que conjugadas con la pérdida de la capacidad por encima del 50%, dieron lugar al reconocimiento económico. 

No se trata de desconocer la situación actual de la actora; lo que sucede es que para acceder a un reconocimiento como el pretendido, sin pasar por el control del juez ordinario, deben cumplirse todas las sub reglas trazadas por la jurisprudencia constitucional, en lo que ella se quedó corta. 

De manera que se confirmará la sentencia objeto de revisión, por las razones aquí esbozadas, adicionándola en el sentido de que respecto de los funcionarios no involucrados en los actos administrativos que se reprochan, la acción debe negarse, por cuanto no se advierte de su parte trasgresión alguna frente a los derechos invocados.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL               

       SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero quince de dos mil dieciocho
Expedientes:  66001-31-21-001-2017-00070-01

  


Acta N° 002 de enero 15 de 2018
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte demandante contra la sentencia del 8 de noviembre último, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras local, en esta acción de tutela que Cecilia Cuartas Novoa promovió frente a COLPENSIONES.
  



ANTECEDENTES
  



Acudió la demandante, por intermedio de apoderado judicial, en procura de la protección de sus derechos fundamentales “a la seguridad social, salud, vida digna, mínimo vital”, que estima lesionados por la parte accionada.

  



Expuso, en resumen, que  nació el 26 de diciembre de 1950; padece problemas de salud que le impiden desempeñarse laboralmente y, por ello, empezó a depender económicamente de su grupo familiar, en especial de su hermano Joaquín Emilio Cuartas Novoa, quien falleció el 2 de enero de 2012, motivo por el cual se vio desprovista de su sustento y empezó a realizar las diligencias tendientes a obtener el reconocimiento de la pensión de sobreviviente; el 24 de enero de 2017, fue valorada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez con un porcentaje de pérdida de capacidad laboral de 52.19%, estructurada el 16 de julio de 2015, por enfermedad de origen común. 
  



Mediante Resolución SUB 69370 del 18 de mayo de 2017, se le negó tal reconocimiento con el argumento de que la fecha de estructuración de la invalidez fue posterior a la muerte de su hermano. Presentó revocatoria directa para dar cuenta de que padecía de otras patologías mucho antes de ese suceso, con resultado negativo. Su situación actual es precaria, ya que, además de su invalidez, está desprovista de cualquier tipo de ingreso económico y depende para su subsistencia de la caridad de amigos y familiares. 

 


Pidió, el amparo de los derechos invocados y, como consecuencia de ello, que se ordene a Colpensiones el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente.




El Juzgado de primer grado admitió el libelo y dispuso correr traslado a los Directores de Prestaciones Económicas, Acciones Constitucionales y Procesos Judiciales y al Vicepresidente de Beneficios Económicos Periódicos, Subdirectora de Determinación VIII de la entidad. Intervino el segundo de ellos, quien indicó que esta acción es subsidiaria y el debate debe surtirse ente la jurisdicción ordinaria.
 



Ante la nulidad declarada por esta Sala (f. 4 a 6, c, 2) , el Juzgado dispuso la citación del Subdirector de Determinación X (A) de Colpensiones que intervino de nuevo, por intermedio del mismo funcionario, y con símiles argumentos a los ya expuestos.





Sobrevino el fallo de primer grado que declaró la improcedencia del amparo elevado, por cuanto, con apoyo en líneas jurisprudenciales, estableció que el asunto tiene que ventilarse ante la jurisdicción ordinaria; que la edad de la accionante no la ubica como un sujeto de especial protección, fuera de que depende, además de su hermano, de su grupo familiar como lo indica en el libelo, lo que deja de lado vulneración a su mínimo vital y la configuración de un perjuicio irremediable.





Impugnó la demandante, quien considera errado el argumento para desestimar su pedimento, dado que es una persona muy enferma, con una pérdida de capacidad laboral del 52.19%, tiene 66 años de edad y atraviesa por una precaria situación económica y familiar.
CONSIDERACIONES
  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

  



En el caso concreto, Cecilia Cuartas Novoa quien actúa por intermedio de representante judicial, dirigió su reclamo contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES con el fin de que se resuelva favorablemente su petición de reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente, desechada por cuanto no acreditó su invalidez, estructurada antes de la muerte de su hermano, de quien dependía económicamente.
  



Uno de los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela, tiene que ver con la subsidiariedad. Concretamente, el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, establece que ella es improcedente si se cuenta con otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

   



Tratándose de beneficios laborales, incluida la pensión, la regla general es que es inviable acudir a esta especialísima acción para su reconocimiento, pues ante una negativa de la entidad encargada de su otorgamiento, debe plantearse la situación ante los jueces laborales o administrativos, según el caso, encargados de dirimir ese tipo de controversias, como fue definido en primer grado. 
  



Aunque también ha sido aclarado por la jurisprudencia que en ciertos casos, particularmente cuando se trate de sujetos de especial protección, puede recurrirse directamente a la vía constitucional, en garantía de sus derechos fundamentales. 

 



El Juzgado de instancia, se dijo, declaró la improcedencia del amparo, porque desechó en la señora Cecilia Cuartas Novoa esa precisa situación, en atención a su edad.

  



En este específico caso, la Sala comparte la improcedencia, pero por razones diferentes, en tanto que, si bien la accionante no cumple el requisito de la edad que ha sido trazado por la jurisprudencia para acceder a un reconocimiento de este tipo por esta expedita vía, como bien se señaló en el fallo y se sorportó en decisiones de la Corte Constitucional, sí fue calificada con una pérdida de la capacidad laboral superior al 50%, es decir, como inválida, y ello la sitúa en el grupo de esas personas con derecho a una protección reforzada.

  



A pesar de ello, contrario a lo argumentado por la accionante, se incumplen las condiciones sobre las que la Corte Constitucional ha edificado la procedencia de la acción en reclamos prestacionales de este linaje, cuando el accionante, a pesar de la fecha de estructuración de la invalidez, padece una enfermedad que da lugar a esa calificación desde antes de la muerte de aquella persona que la abrigaba monetariamente, pues en tal circunstancia, debe tenerse en cuenta ese antecedente y no propiamente la época determinada por la entidad encargada de la valoración. 
  



En efecto, sobre ello, señaló la alta Corporación, en la sentencia de T-281 de 2016 que:

 


Con relación al reconocimiento de derechos pensionales por medio de la acción de tutela, la jurisprudencia constitucional ha considerado que teniendo en cuenta que existen otros medios de defensa judicial ordinarios para garantizar este tipo de pretensiones, por regla general, la misma es improcedente. No obstante, tratándose de la pensión de sobrevivientes la jurisprudencia constitucional ha construido un conjunto de sub-reglas que determinan la procedencia de la acción de tutela, las cuales están sintetizadas en la sentencia T-471 de 2014 y se enuncian a continuación…: (i) su falta de reconocimiento y pago ha generado un alto grado de afectación de los derechos fundamentales del accionante, en particular de su derecho al mínimo vital; (ii) se ha desplegado cierta actividad administrativa o judicial por el interesado tendiente a obtener la protección de sus derechos; y (iii) aparece acreditado –siquiera sumariamente– las razones por las cuales el medio de defensa judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata e integral de los derechos fundamentales presuntamente afectados o, en su lugar, se está en presencia de un perjuicio irremediable. En todo caso, cuando el amparo se solicita por un sujeto de especial protección constitucional (persona de la tercera edad, madre o padre cabeza de familia, persona en situación de discapacidad), el juicio de procedencia de la acción de tutela debe hacerse menos riguroso.  
  



A los requisitos previamente expuestos, la Corte ha adicionado (iv) la necesidad de acreditar en el trámite de la acción de tutela –por lo menos sumariamente– que se cumplen con los requisitos legales para acceder a la prestación reclamada… –negrillas propias-
  


 
Descendiendo al caso, es claro que se cumplen varias de esas subreglas, como quiera que nada se refutó sobre la incapacidad económica por la que atraviesa la demandante; también está acreditada su situación de invalidez, generada por afecciones que han mermado su capacidad para laborar y generar un ingreso que le permita subvenir sus necesidades básicas. 
  



Sin embargo, la entidad administradora de pensiones, hizo derivar su negativa del hecho de que la fecha de estructuración de invalidez de la reclamante es posterior a la muerte de su hermano, quien gozaba de la respectiva pensión. Y sobre ese tópico, ha sido copiosa la jurisprudencia de la Corte, como se puede leer en varios de sus pronunciamientos
, y más recientemente, en la sentencia T-012 de 2017 en la que se señala que, cuando una persona padece de una afección, suficiente para una calificación de invalidez, anterior a la fecha de la muerte del inicial beneficiario, queda en entredicho la de estructuración que determine la Junta de Calificación de Invalidez, cuando se aparte de una realidad médica que indica un padecimiento anterior. 
  




Precisó en esta providencia la alta Colegiatura: 

Dicho lo anterior, se observa que el Instituto de Seguros Sociales incurrió en grave dislate al concluir que no existía dependencia económica de la solicitante de la pensión respecto de su extinto progenitor, sólo por el hecho de que, aparentemente, la estructuración de la invalidez tuvo lugar después de la muerte del asegurado.
 
Por una parte, es a todas luces contraevidente que se dé por cierto que las enfermedades que aquejan a la actora se estructuraron en el mismo momento en que se llevó a cabo la calificación de la invalidez, esto es, el 9 de mayo de 2006. Aceptar un exabrupto semejante equivaldría a entender que la señora Elva Linares Camacho ingresó en buen estado de salud a la valoración con el médico ocupacional del Seguro Social y adquirió las patologías de “epilepsia parcial sintomática” y “retardo mental” en el transcurso de la consulta con el galeno[42].
 

Nótese que el palmario el yerro que plasmó el médico Santiago Buendía Vásquez en dicho documento al indicar como fecha de estructuración de la invalidez el mismo día en que se emitió el oficio de la calificación, sirvió de pretexto para que la entidad asumiera que la señora Elva Linares perdió su capacidad laboral con posterioridad al fallecimiento de su padre, cuando en realidad padecía dichas dolencias desde muy temprana edad.
 

Ahora bien: la jurisprudencia de esta Corte ha sostenido que en casos como el presente es necesario verificar la información contenida en el dictamen de calificación, pues puede ocurrir que allí se consigne una fecha de estructuración de la invalidez inexacta al pasar por alto que no es inusual que exista una diferencia de tiempo entre el momento en que determinadas enfermedades atacan en el organismo –lo cual puede suceder inclusive desde el nacimiento– y el momento en que éstas se detectan y/o se evalúan como incapacitantes:
 
“[S]i la estructuración de la invalidez es posterior al deceso, significa que la persona, o bien no dependía, o bien podía no depender de su familiar, al estar en edad y en capacidad de trabajar. Por ende, la crítica situación económica que resulte de la disminución en su capacidad laboral no será consecuencia del fallecimiento de su ser querido y de los ingresos que dejó de percibir, sino de un hecho posterior e independiente, el cual deberá afrontar solicitando la pensión de invalidez causada con sus propios aportes.
 
“Ahora bien, hay casos que no se ubican con claridad en uno de los dos lados. Esto ocurre cuando la fecha de estructuración consignada en el dictamen médico es posterior al fallecimiento del familiar del solicitante, pero en su historia clínica se observa que su enfermedad tuvo origen antes de tal suceso. Frente a un caso como ese, las entidades pensionales y los jueces de la república deben ofrecerle un tratamiento diferencial al interesado por tratarse de una persona en condición de invalidez, valorando todo el acervo probatorio y constatando la situación material de desprotección, sin limitarse a aquella consignada en el dictamen médico. En este sentido, deben tomar como fecha de estructuración aquella donde la enfermedad o el accidente le impidieron a la persona trabajar.”[43]
 

En tal sentido, partiendo de que la entidad estaba al tanto de la relación paterno filial entre la solicitante y el asegurado, así como de la condición de discapacidad de la citada –pues reconoce ambos hechos en el texto del acto administrativo–, no podía entonces alegar escuetamente que la estructuración de la invalidez de la señora Elva Linares ocurrió después del fallecimiento de su padre y derivar de ello que no se cumplía el requisito de dependencia económica para denegar el reconocimiento de la sustitución pensional a su favor.
 
  



Esta posición, que es tan clara, no tiene cabida en el caso presente. Y esto, porque, como se aduce en el mismo escrito de impugnación, al margen de que sea una persona enferma y con el porcentaje de invalidez requerido, sus alteraciones de salud, según lo deja ver el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral (f. 14 a 17, c. 1), son posteriores al deceso de su colateral, esto es, al año 2012; ninguna patología se consignó en sus antecedentes, referida a una época anterior, fueron presentándose uno, dos y hasta tres años después, lo que dio lugar a que se tuviera tal época como fecha de estructuración de la invalidez. 

   



Quiere decir lo anterior que la orfandad probatoria es total en cuanto a que antes del fallecimiento del hermano de la accionante, estuviera ella en tratamientos derivados de las deficiencias de salud consignadas en el dictamen de la junta, o de otra naturaleza que le impidieran valerse por sí misma, como se afirma en el hecho catorce del libelo. Tal circunstancia torna la situación diferente a aquellos eventos analizados por la alta Corporación, en los que se acreditaron enfermedades en el aspirante a la pensión de sobreviviente, anteriores a la muerte del pensionado, que conjugadas con la pérdida de la capacidad por encima del 50%, dieron lugar al reconocimiento económico. 
 



No se trata de desconocer la situación actual de la actora; lo que sucede es que para acceder a un reconocimiento como el pretendido, sin pasar por el control del juez ordinario, deben cumplirse todas las sub reglas trazadas por la jurisprudencia constitucional, en lo que ella se quedó corta. 
  



De manera que se confirmará la sentencia objeto de revisión, por las razones aquí esbozadas, adicionándola en el sentido de que respecto de los funcionarios no involucrados en los actos administrativos que se reprochan, la acción debe negarse, por cuanto no se advierte de su parte trasgresión alguna frente a los derechos invocados. 
DECISIÓN

 



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 8 de noviembre último, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras local, en esta acción de tutela que Cecilia Cuartas Novoa, promovió frente a COLPENSIONES, respecto a la improcedencia declarada que cobija al Subdirector de Determinación X (A), Javier Andrés Hernández Rojas y a la Subdirectora de Determinación  VIII (A), Nancy Yasmín Ortiz Barrero de esa entidad.





Se adiciona para negar el amparo respecto de los demás funcionarios citados al asunto.
     



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992.

   



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
  



A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

   DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencias T-014 de 2012, T- 789 de 2014, T-710 de 2015, entre otras.
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